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Manizales, 3 de octubre de 2022     
 
 
Doctora 
Bibiana María Londoño Valencia   
Juez Sexta Administrativa del Circuito  
Manizales 
 
 
 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTES: LUÍS FERNANDO DUQUE ESTRADA – ADRIANA VALENCIA 

ARBELÁEZ  
DEMANDADO: INSTITUTO DE VALORIZACION DE MANIZALES “INVAMA” 
RADICADO: 17-001-33-39-006-2022-00246-00 
 
 
 
 
GIOVANNY CARDONA GONZÁLEZ, mayor de edad, domiciliado y residente en 
Manizales, identificado con la cédula de ciudadanía No.75.090.191 y portador de 
la T.P. No. 135.445 del C. S. de la J., en mi calidad de apoderado del INSTITUTO DE 
VALORIZACIÓN DE MANIZALES “INVAMA”, persona jurídica de derecho público, 
dotado de autonomía administrativa, personería jurídica y patrimonio 
independiente establecimiento público del orden Municipal, adscrito al Municipio 
de Manizales, representado legalmente por el Doctor MAURICIO CÁRDENAS 
RAMÍREZ,  de conformidad con el poder conferido para ello, a usted Señora Juez 
con todo respeto manifiesto que procedo a CONTESTAR LA DEMANDA de la 
referencia en los siguientes términos, atendiendo a la prohibición legal que existe 
para las entidades públicas de confesar: 

 
 

EN CUANTO A LOS HECHOS: 
 
 
PRIMERO: Es cierto y así se evidencia en la Resolución No. 274 del 22 de julio de 
2008. 
 
SEGUNDO: Es cierto, según reposa en el expediente que se tramitó en el proceso 
de jurisdicción coactiva.  Cabe aclarar que dicha notificación se hizo por edicto 
a todas aquellas personas que no se presentaron en el término establecido para 
la notificación personal.  
 
En el presente asunto se tiene que mediante oficio del 29 de julio de 2008 se citó 
al señor Luís Fernando Duque Estrada con el fin de realizar la notificación personal 
de la Resolución No. 274 del 22 de julio de 2008, documento que fue recibido el 
día 8 de agosto de 2008, tal y como consta en el correspondiente sello de la 
empresa de correos.  
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TERCERO:  Es cierto.  
 
CUARTO: Es cierto.  
 
QUINTO: No es cierto, el Instituto de Valorización de Manizales “INVAMA”, notificó 
en el año 2011, el mandamiento de pago al señor LUÍS FERNANDO DUQUE 
ESTRADA  y a la señora LUZ ADRIANA VALENCIA ARBELAEZ, donde se les concedía 
el término legal para presentar las respectivas excepciones en los términos de ley.   
Dicho documento fue debidamente recibido en la dirección de los 
demandantes.  
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A raíz de la notificación del mandamiento de pago, se procedió mediante auto a 
decretar el embargo y secuestro preventivo del inmueble ubicado en la Carrera 
23 B No. 70 A 93 de propiedad de los aquí demandantes.  
 
SEXTO: No es cierto como está planteado, pues es claro lo concerniente a la 
prescripción pues en el presente asunto se tiene que dicho fenómeno no se 
configuró por las siguientes razones:  
 

i) Mediante la Resolución No. 274 del 22 de julio de 2008, se aprobó la 
distribución de la contribución por valorización por ejecución de la obra 
de interés público 0343 “Paseo de Estudiantes” 
 

ii) Dicha Resolución fue debidamente notificada a los accionados 
mediante aviso, dado que no comparecieron a la notificación 
personal, a  pesar de habérseles citado en debida forma, como quedó 
narrado en precedencia.  

 
iii) En vista del no pago de la contribución por valorización, el INVAMA 

procedió a notificar el mandamiento de pago proferido dentro del 
proceso de jurisdicción coactiva iniciado en contra de los aquí 
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demandantes, decisión que fue notificada tal y como consta en el 
expediente que reposa en la entidad y que se aporta con esta 
contestación.  

 
iv) Teniendo en cuenta que no existió oposición al mandamiento de pago, 

el INVAMA, en virtud de lo dispuesto en el artículo 836 de Estatuto 
Tributario procedió a continuar el trámite respectivo ordenando el 
embargo y secuestro del bien de propiedad de los demandantes. 

 
Con estas actuaciones se demuestra que efectivamente el trámite adelantado 
por el Instituto se hizo de acuerdo a lo establecido en las respectivas normas por 
lo que no se configura el fenómeno de la prescripción alegado.  
 
SÉPTIMO: No es cierto que el cobro hecho por la entidad esté viciado de nulidad, 
lo que ha hecho la entidad es realizar los respetivos cobros ante el incumplimiento 
de los obligados.  Cabe resaltar que si los demandantes hacen alusión a una 
nulidad, la misma debió ser formulada dentro del proceso de jurisdicción coactiva 
adelantado por la entidad, situación que no ocurrió.  
 
OCTAVO: Es cierto lo referente a la respuesta del derecho de petición, pero lo 
concerniente a la argumentación del acto administrativo, es una apreciación 
subjetiva la parte accionante.  
 
NOVENO:  Es una apreciación subjetiva de la parte demandante. 

 
 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES: 
 

De conformidad con los argumentos de defensa que se exponen en este escrito, 
el Instituto de Valorización de Manizales “INVAMA” se opone a la prosperidad de 
las pretensiones de la demanda, por no ser procedentes.  

 
RAZONES DE LA DEFENSA 

 
 
Al respecto hay que decir que el tratadista y ex consejero de Estado, Gustavo 
Humberto Rodríguez, definió la jurisdicción coactiva desde el punto de vista 
orgánico y material en los siguientes términos:  
 
“Desde el punto de vista orgánico, por tal jurisdicción se entiende, el conjunto de 
funcionarios estatales investidos por la ley de competencia para tramitar la 
ejecución forzada de acreencias o deudas fiscales.  Y desde el material, la 
función misma de carácter jurisdiccional, destinada a realizar tales ejecuciones. Es 
pues, una jurisdicción especial, que también ha sido llamada justicia fiscal, por 
cuanto se encarga de hacer efectivas las deudas del fisco.”1   
 
En estas definiciones queda claro que el carácter jurisdiccional del ejecutivo 
coactivo, definición que tiene sustento en la ley 270 de 1996, Estatutaría de la 
Administración de Justicia, que mencionó la función jurisdiccional que cumplen 
los funcionarios administrativos en la misma forma como los particulares pueden 
ser investidos de dicha jurisdicción, y es así como el numeral 2 del artículo 13 de la 
referida Ley dispuso:  
 
“ARTÍCULO 13. DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL POR OTRAS 
AUTORIDADES Y POR PARTICULARES. <Artículo modificado por el artículo 6 de la 
Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> Ejercen función jurisdiccional de 
acuerdo con lo establecido en la Constitución Política: 

	
1 GUSTAVO HUMBERTO RODRÍGUEZ. Procesos Contencioso Administrativos. Parte Especial, 2ª Ed. 
Jurídicas Wilches, 1988. Pág. 254. 
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(…) 
2. Las autoridades administrativas respecto de conflictos entre particulares, de 
acuerdo con las normas sobre competencia y procedimiento previstas en las 
leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún caso, realizar funciones de 
instrucción o juzgamiento de carácter penal; y” 
Dicha norma fue objeto de examen de constitucionalidad en la sentencia C-037 
de 1996 de la H. Corte Constitucional.  
 
A su vez la Constitución Política de Colombia dispone:  
 
“Artículo 116.  La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo 
de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, 
los Tribunales y los Jueces, administran justicia.  También  
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas 
a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido 
adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos. 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de 
administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.” (Subraya fuera de 
texto original). 
Por otro lado, la Corte Constitucional en sentencia C-666 de 2000 definió la 
jurisdicción coactiva en los siguientes términos:  
 
“La jurisprudencia ha definido la jurisdicción coactiva como un "privilegio 
exorbitante" de la Administración, que consiste en la facultad de cobrar 
directamente, sin que medie intervención judicial, las deudas a su favor, 
adquiriendo la doble calidad de juez y parte, cuya justificación se encuentra en 
la prevalencia del interés general, en cuanto dichos recursos se necesitan con 
urgencia para cumplir eficazmente los fines estatales. 
 
La finalidad de la jurisdicción coactiva consiste en recaudar en forma rápida las 
deudas a favor de las entidades públicas, para así poder lograr el eficaz 
cumplimiento de los cometidos estatales.” 

    

 
De acuerdo con la anterior definición es claro que el objetivo principal de 
esta institución es, precisamente obtener el cobro directo y expedito de las 
obligaciones claras, expresas y exigibles a favor de las entidades estatales, e 
indirectamente, por esta vía, se busca sanear la cartera “que pueda tener el 
Estado por el no pago oportuno de sus contribuciones, tasas, impuestos, 
anticipos, intereses, retenciones, garantías, cauciones, sanciones, multas, 
alcances líquidos, etc.”.  

  

   

  

El procedimiento de cobro coactivo tiene una gran similitud con el proceso 
ejecutivo que se adelanta ante la jurisdicción ordinaria, inicia con un título 
ejecutivo que puede estar contenido en una sentencia, acto administrativo, 
contratos, garantías prestadas a favor de entidades públicas y demás 
documentos que provengan del deudor, esto de conformidad con el artículo 
99 de la Ley 1437 de 2011 y así también, la lista contenida en el artículo 828 del 
Estatuto Tributario, que clasifica como título ejecutivo las declaraciones 
privadas y oficiales, demás actos de la administración de impuestos en los que 
se fijen sumas a favor del fisco, garantías y cauciones fijadas a favor de la 
nación y las sentencias debidamente ejecutoriadas.  
 
Partiendo de una obligación en firme, aquella pasa por una etapa de cobro 
persuasivo; este cobro consiste en un apremio al deudor fiscal para lograr el 
pago de la obligación sin tener que acudir a la instancia coactiva, etapa que, 
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al carecer de consagración legal, no tiene un tiempo de duración 
determinado. Sin embargo, las entidades asignan períodos que consideran 
prudenciales, haciendo énfasis en la necesidad de evitar que el título prescriba. 
El único límite al que está sometido esta pre-fase del cobro coactivo, es el 
establecido en el artículo 91 de la Ley 1437 de 2011 numeral 3, que contempla 
la pérdida de ejecutoriedad del acto administrativo “cuando al cabo de cinco 
(5) años de estar en firme, la autoridad no ha realizado los actos que le 
corresponden para ejecutarlos”. Ahora bien, luego de la etapa de cobro 
persuasivo, nos adentramos en terrenos del procedimiento de cobro coactivo 
cuyo trámite se rige por el estatuto tributario, realizada la verificación 
correspondiente en términos de obligación clara, expresa y exigible se procede 
a emitir el primer acto que es el mandamiento de pago.  
 
El artículo 817 del Estatuto Tributario, se refiere a la prescripción de la acción de 
cobro al término de cinco años contados a partir de:  
 
1. La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el Gobierno 
Nacional, para las declaraciones presentadas oportunamente. 2. La fecha de 
presentación de la declaración, en el caso de las presentadas en forma 
extemporánea.  
3. La fecha de presentación de la declaración de corrección, en relación con 
los mayores valores.  
4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación 
o discusión.  
 
Quiere decir esto que, existiendo un acto administrativo en firme, la 
administración debe ejercitar su derecho para exigir coactivamente la 
obligación en un término de cinco años, so pena de perder la facultad para 
cobrar coactivamente la obligación, pero esa necesidad de exigir 
coactivamente el cobro se satisface con la notificación del mandamiento de 
pago, toda vez que a partir de este acto procesal el término de prescripción 
reinicia su conteo.  
 
El procedimiento de cobro, puede interrumpirse por las causales contempladas 
en el artículo 818 del Estatuto Tributario, la notificación del mandamiento de 
pago, por el otorgamiento de facilidades para el pago, por la admisión de la 
solicitud del concordato y por la declaratoria oficial de la liquidación forzosa 
administrativa.  
 
Aquí es necesario precisar que el legislador tributario no previó un término para 
notificar el mandamiento de pago, luego de haberse librado el mismo, no hay 
apremio normativo para que aquel sea notificado de forma inmediata, salvo 
por el posible acaecimiento de la pérdida de ejecutoria del acto 
administrativo, que es de cinco años o en este caso la prescripción de la 
acción de cobro. De lo anterior se concluye válidamente, que la entidad 
podría notificar el mandamiento de pago, hasta un día antes del vencimiento 
de los cinco años señalados en el artículo 817 del Estatuto Tributario, con cuya 
notificación se reiniciaría el término por cinco años más.  
 
El Código General del Proceso por su parte, sí establece en el artículo 94, un 
término para notificar el mandamiento de pago: La presentación de la 
demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca 
la caducidad siempre que el auto admisorio de aquella o el mandamiento 
ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado 
a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante. 
Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la 
notificación al demandado.  
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En el presente asunto se tiene que efectivamente el mandamiento de pago por 
medio del cual se está haciendo el cobro de las obligaciones en cabeza de los 
demandantes se notificó en debida forma como se explica a continuación:  

    

 

 
i) Mediante la Resolución No. 274 del 22 de julio de 2008, se aprobó la 

distribución de la contribución por valorización por ejecución de la 
obra de interés público 0343 “Paseo de Estudiantes” 
 

ii) Dicha Resolución fue debidamente notificada a los accionados 
mediante aviso, dado que no comparecieron a la notificación 
personal, a  pesar de habérseles citado en debida forma, como quedó 
narrado en precedencia.  

 
iii) En vista del no pago de la contribución por valorización, el INVAMA 

procedió a notificar el mandamiento de pago proferido dentro del 
proceso de jurisdicción coactiva iniciado en contra de los aquí 
demandantes, decisión que fue notificada tal y como consta en el 
expediente que reposa en la entidad y que se aporta con esta 
contestación.  

 
iv) Teniendo en cuenta que no existió oposición al mandamiento de pago, 

el INVAMA, en virtud de lo dispuesto en el artículo 836 de Estatuto 
Tributario procedió a continuar el trámite respectivo ordenando el 
embargo y secuestro del bien de propiedad de los demandantes. 

 
Con estas actuaciones se demuestra que efectivamente el trámite adelantado 
por el Instituto se hizo de acuerdo a lo establecido en las respectivas normas por 
lo que no se configura el fenómeno de la prescripción alegado.   

 

   
 

PRUEBAS 
 
DOCUMENTALES: 
 
Me permito aportar: 
 
Copia del proceso de Jurisdicción Coactiva adelantado por parte del INVAMA en 
contra de los demandantes. 
 
INTERROGATORIO DE PARTE   
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 198 del Código General del Proceso, 
me permito solicitar el interrogatorio de parte de las siguientes personas: 
 

• LUÍS FERNANDO DUQUE ESTRADA, persona mayor de edad, para que  
absuelva el interrogatorio que realizaré oralmente al momento de la 
diligencia respectiva, pero reservándome la facultad de hacerlo por escrito y 
en sobre cerrado.  

 
• LUZ ADRIANA VALENCIA ARBELAEZ, persona mayor de edad, para que  

absuelva el interrogatorio que realizaré oralmente al momento de la 
diligencia respectiva, pero reservándome la facultad de hacerlo por escrito y 
en sobre cerrado.  

ANEXOS 
 

1. Lo relacionado en el acapite de pruebas. 
2. Poder especial amplio y suficiente para actuar, con las pruebas que 

acreditan la representación legal de la entidad. 
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NOTIFICACIONES 
 
Mi poderdante INVAMA recibirá notificaciones en la calle 3 C No. 22-92 Barrio 
Alcázares de la ciudad de Manizales.  E mail para notificaciones judiciales: 
notificacionesjudiciales@invama.gov.co  
 
El Suscrito GIOVANNY CARDONA GONZÁLEZ, recibirá notificaciones personales en 
la secretaria del despacho o en la calle 24 No. 21-30 Piso 9. Edificio BCH. Tel. 318-
360.6176. Correo electrónico:   giovanny.cardona.go@hotmail.com 
 
Atentamente,  
 
 

 
GIOVANNY CARDONA GONZÁLEZ. 
C.C. 75.090.191 de Manizales 
T.P. 135.445 del C. S. de la J. 
 



Atentam 

invomo MANIZALES 
--GRANDE 

Señores 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

Monizales 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: LUIS FERNANDO DUQUE ESTRADA — LUZ ADRIANA VALENCIA ARBELAEZ 

DEMANDADO: INSTITUTO DE VALORIZACION DE MANIZALES — INVAMA 

RADICADO: 17-001-33-39-005-2022.00246.00 

MAURICIO CARDENAS RAMIREZ, mayor de edad, vecino de Manizales, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 75.063.157, obrando en calidad de Gerente y representante Legal del INSTITUTO DE 

VALORIZACION DE MANIZALES —INVAMA- , PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE al doctor GIOVANNY 

CARDONA GONZALEZ, mayor de edad, domiciliado en la Ciudad de Manizales, identificada con cédula de 

ciudadanía número 75.090.191, abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional número 135.445, 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, con dirección de correo electrónico 

y 	, 	 debidamente inscrito en el Registro Nacional de Abogados, para que 

represente al INSTITUTO en el proceso de la referencia. 

El apoderado queda con todas las facultades inherentes a la naturaleza del mandato para notificarse, 

contestar, transigir, conciliar, desistir, negociar, recibir, sustituir, reasumir, presentar recursos y, en general, 

para realizar todas la diligencias legales necesarias y que considere conducentes para el asunto de la 

referencia en la defensa de los intereses legítimos del INVAMA y cualquier otra facultad que requiera mi 

consentimiento expreso, lo cual otorgo desde ahora. Por tanto, solicito se le reconozca personería al 

profesional del derecho. 

Anexo al poder copia de los siguientes documentos: 

• Certificado de Existencia y representación Legal 

• Decreto de Nombramiento 

• Acta de posesión 

RICIO CARDENAS RAMIREZ 

75.063.157 de Manizales 

correo notificaciones: 

Manizales, Calle 3C 1122-92 Barrio Alcázares 
Tel: (6) 8891030 
NIT: 800002916-2 

www.invarna.gov.co  



De: Monica Muñoz Muñoz mmunoz@invama.gov.co
Asunto: PODER CONTESTACION DEMANDA
Fecha: 3 de octubre de 2022, 3:02 p.m.

Para: Giovanny Cardona Gonzalez giovanny.cardona.go@hotmail.com, abgexternoinvama@gmail.com

Buenas tardes Doctor, 

Adjunto remito poder, suscrito por el señor Gerente, para su intervención como apoderado judicial de la entidad en Acció de Nulidad y
Restablecimiento del Derecho promovida en contra de ésta ante el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito. 

Anexo igualmente documentos que acreditan la representación legal de la entidad. 

Cordialmente,

-- 





 
 

 





ALCALDIA DE 
MAN1ZALES 

DESPACHO DEL 
ALCALDE 

ALC.036-2021. 

EL ALCALDE DE MANIZALES 

HACE CONSTAR 

Que el establecimiento público de carácter municipal, creado por el Acuerdo 013 de 
marzo 20 de 1987 y reformado sus estatutos mediante Acuerdo 123 del 15 de agosto 
de 1995, denominado INSTITUTO DE VALORIZACIÓN DE MANIZALES 
"INVAMA", es una persona jurídica de derecho público, dotado de autonomía 
administrativa, personería jurídica y patrimonio independiente; en consecuencia está 
sujeta a los derechos inherentes a las personas jurídicas de derecho público de 
acuerdo a las normas generales y le corresponde como organismo descentralizado 
del Municipio de Manizales, los derechos de éste para atender a la función pública 
comprendida dentro de su objeto. 

Que el doctor MAURICIO CARDENAS RAMIREZ, identificado con la cédula de 
ciudadanía N°. 75.063.157, es en la actualidad el gerente del INSTITUTO DE 
VALORIZACIÓN DE MANIZALES - INVAMA, nombrado mediante Decreto N°. 
0775 del 30 de diciembre de 2020 y posesionado el 16 de enero de 2021, por lo 
tanto es el Representante Legal de la Institución. 

Para constancia se firma en Manizales a los veintidós (22) días del mes de enero del 
dos mil veintiuno (2021). 

CARLGÍS:Af6MAN CORREA 
Alcalde 

R CIO QUICENO AR ILA 
Secret ria de Despacho 

Secretario Jurídico 

Elaboró: Isabel C. Zapata G. 

ALCALDÍA DE MANIZALES 

Calle 19 N° 21-44 Propiedad Horizontal CAM 

Teléfono 887 97 00 ext.71500 — Código postal 170001 Atención al Cliente 018000 968988 

www.manizales.gov.co  






















































































